Campana, 25 de febrero de 2010.



Vistos:



Para resolver en esta causa nº 5716 caratulada "MATZKIN MARCELO S.A.(CLARO) S/ RECLAMO CONTRA ACTOS DE PARTICULARES", proveniente del Juzgado de Primera Instancia N°4.


Y Considerando:

I.- El Titular del Juzgado de Primera Instancia Civil y Comercial Nº1 dispuso su incompetencia para intervenir en las presentes actuaciones ordenando su archivo. Expresó, en lo esencial, que entre el actor y la accionada AMX ARGENTINA S.A. (Claro) se celebró un contrato administrativo, y que la empresa demandada, dado que tiene por objeto la satisfacción de un interés colectivo y el cumplimiento de cometidos publicos, se encuentra comprendida por las disposiciones de la Ley 25.891 ( Ley de Servicios de Comunicaciones Móviles) dedicándose a la comercialización de servicios de comunicaciones móviles, sólo pudiendo realizar tal actividad si se encuentra legalmente autorizada para ello (art.1º), y que de acuerdo a su art. 15, corresponde la competencia del fuero federal a los efectos de su aplicación. 

II.- El recurrente se agravia, por cuanto aduce que la ley 25.891 regula cuestiones diferentes a la relación de consumo que se generó entre el cliente y la empresa demandada, considerando un exceso interpretativo la solución dada por el sentenciante. Concluye por ello, que corresponde la jurisdicción ordinaria local. Asimismo, peticiona que se determine el fuero en razón de la materia que habrá de intervenir en lo sucesivo, dado que el a-quo, según su postura, adelanta un criterio favorable a la competencia contencioso administrativa.


III.- A fs.48/49 contesta el Ministerio Público Fiscal, considerando que el caso en examen debe ser tramitado por ante la justicia local ordinaria en lo civil y comercial.

IV.- En primer lugar, cabe referirse a la materia regulada por la ley 25.891 sobre servicios de comunicaciones móviles, y determinar si la misma resulta aplicable al presente caso. De la simple lectura, surge que la misma impone a las empresas que presten servicios de telefonía móvil, una serie de obligaciones,como su deber de obtener la autorización legal que permite la comercialización de sus servicios, prohibiéndose la actividad de revendedores, mayoristas y quienes no se encuentren habilitados, la registración de los datos personales y filiatorios de sus adquirentes, establecer y mantener un registro de terminales robadas, hurtadas o extraviadas y negar la habilitación del servicio de aquellas terminales que se encuentren incluídas en tales registros, así como la obligación de los clientes de denunciar a las empresas prestadoras las terminales que extravíen o les sean hurtadas, creándose un registro público nacional de clientes, y estableciendo sanciones penales para aquellos que incurran en las previsiones de los artículos 10,11, 12, 13 y 14. Estas consideraciones, permiten concluír que las situaciones descriptas por la ley 25.891, en modo alguno comprenden el caso de marras, sino que postulan mayormente un marco regulatorio para las empresas que pretendan la instalación, comercialización y adquisición de servicios de telefonía móvil, además de un establecer un régimen penal para aquellos que vulneren sus previsiones, taxativamente enunciadas.


V.-Considerando los términos en que fuera propuesta la demanda, es indudable que nos encontramos frente a una relación de consumo, generada por la suscripción de un contrato de telefonía celular y de internet móvil entre el actor y la firma AMX ARGENTINA S.A.(denominada comercialmente como CLARO), la que se encuentra alcanzada por las normas de la ley 24.240.

 En tal sentido, la ley de defensa del consumidor( en adelante L.D.C.)en su artículo 3º, define a la relación de consumo como el vínculo jurídico entre el proveedor y el consumidor o usuario, siendo su fuente contractual, el contrato de consumo. Debe tenerse en cuenta que el objeto de la relación jurídica de consumo es el que se configura por la operación jurídica considerada a los bienes a los cuales se refiere, que son los productos y los servicios (Conf. Mosset Iturraspe Jorge, Wajntraub Javier H. Ley de defensa del consumidor. Bs. As. 2008 Ed. Rubinzal Culzoni.pág. 59). En el mismo artículo 3º se dispone que las relaciones de consumo, se rigen por la ley de defensa del consumidor y sus reglamentaciones. Por otra parte, el proveedor, por su actividad, puede estar alcanzado por una normativa específica. Sin embargo, su relación con el consumidor se rige por la Ley de defensa del consumidor(Conf. Ariza Ariel (coordinador) "La reforma del régimen de defensa del consumidor por Ley 26.361" Ed.Abeledo Perrot. Pág. 20 y sstes). Así se desprende de la última parte del artículo 3º, que dispone: "...sin perjuicio de que el proveedor, por la actividad que desarrolle, esté alcanzado asimismo por otra normativa específica" (la negrilla es agregado). De tal manera, el mentado artículo 3º importa desplazar la aplicación de la ley 25.891, la cual, teniendo en cuenta sus previsiones, resulta extraña a la relación de consumo antedicha.


VI.- A ello debe agregarse, en cuanto a la naturaleza de la prestación del servicio de telefonía celular móvil, que no siendo de las previstas en el artículo 25 de la L.D.C., referido a los usuarios de servicios públicos domiciliarios, por no tratarse de una prestación monopólica e indispensable (Conf. Mosset Iturraspe, ob. cit, pág. 160), queda comprendida necesariamente en las previsiones de la L.D.C. que tiene para el presente caso aplicación preeminente.

VII.-Es oportuno destacar que la ley 13.133 no contiene normas referidas a la competencia judicial, ya que el art. 30 del proyecto sancionado originalmente, que establecía la competencia para los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial y de los Juzgados de Paz Letrados, fue vetado por el poder Ejecutivo. En consecuencia, son competentes los Juzgados de Primera Instancia que correspondan en razón de la materia y territorio. Es decir, los Juzgados Civiles y Comerciales cuando se trate de cuestiones derivadas de contrataciones de cosas y servicios en general y los Contencioso Administrativos para los casos que se demande a los prestadores de servicios públicos concesionados por la provincia, cuando se discuta la inteligencia de una norma regulatoria local ( Conf. Mas Verónica, "Defensa del consumidor: aspectos sustanciales y formales". Revista Lexis Nexis Buenos Aires. Junio. nº6. 2006. pág. 661). No resulta óbice para ello, la existencia de cláusulas de prórroga de competencia, que usualmente son dispuestas en los contratos de adhesión, que deben tenerse por no convenidas, a la luz de lo dispuesto en el artículo 37 inciso b de la L.D.C., y el criterio sentado por Nuestro Máximo Tribunal en autos "Choqui Néstor Petronio c/ Coop. Viv.Pers. Y.P.F. Gral Mosconi s/cumplimiento de contrato" (17/09/2008, en Juba)

VIII.- Por las razones expuestas y entendiendo que nos hallamos ante una típica relación de consumo, instrumentada a través de un contrato de prestación de un servicio entre el actor y una empresa privada, es decir, típico contrato entre particulares, sólo cabe admitir que la jurisdicción competente para el caso es la ordinaria común, debiendo sustanciarse la causa en el ámbito local del fuero civil y comercial. Por ello, la declaración de incompetencia del a-quo debe ser rechazada.



Por lo expuesto, el Tribunal resuelve:



Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto, y revocar el auto de fs.40/41, declarándose competente para entender en las presentes actuaciones a la justicia ordinaria local del fuero civil y comercial.



Regístrese. Devuélvase.

